
 
APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD FLEXIBLE 
DENTRO DEL MARCO DEL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ-
REITERACION DE JURISPRUDENCIA 
 
“ Conforme a la Sentencia de segunda instancia No. 33039 de 
la Honorable Corte Suprema de Justicia, la Sala de Casación 
Penal resalta que: “sin importar el momento de la comisión del 
delito de guerra el mismo debe ser juzgado, pero a la vez que 
el Estado en que se cometió tiene derecho a investigarlo y en 
dado caso a imponer las condenas de rigor(…) En este orden, 
en tratándose de crímenes internacionales la legalidad supone 
la integración de los tratados internacionales a los sistemas 
jurídicos domésticos con plenos efectos como la ley previa para 
hacer viable su sanción, así los mismos no estuvieran 
formalmente tipificados en la legislación nacional al momento 
de su comisión, tal como se ha concluido en procesos 
adelantados por las Cortes Supremas de Justicia de Uruguay, 
Argentina, Chile y Perú, entre otros.”  
 
Así, en la misma jurisprudencia, destaca la Sala que con 
relación a la “flexibilidad” del principio de legalidad es “atendible 
exclusivamente a las cuatro categorías de los llamados delitos 
internacionales, vale decir a los crímenes de genocidio, 
agresión, de lesa humanidad y contra el derecho internacional 
humanitario” (…)  
La Sala recientemente se ocupó del asunto reconociendo la 
calidad de fuente del derecho penal a los tratados 
internacionales suscritos por nuestro Estado con indiferencia de 
ley interna que los concrete y viabilice; y por tal razón, desde su 
entrada en vigencia se legitima la punibilidad de las conductas 
descritas en tales instrumentos y por tanto se entienden 
incorporadas al ordenamiento jurídico nacional.
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“Así, siendo que las conductas contra el llamado Derecho 
Internacional Humanitario contenidas en los cuatro acuerdos 
ginebrinos de 1949 y sus dos protocolos adicionales, tienen 
rango de Tratado Internacional de Derechos Humanos, son 
incorporadas automáticamente a la legislación interna desde 
que se surtieron en nuestro país todos los pasos para que tal 
calidad pudiera ser predicada de los mencionados acuerdos 
internacionales”
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CRIMENES DE GUERRA Y CRIMENES DE LESA 
HUMANIDAD-DIFERENCIAS 
 
“ La doctrina distingue dos grandes categorías de crímenes 
graves contra la comunidad internacional, a saber, los crímenes 
de guerra o infracciones graves al derecho internacional 
humanitario y los crímenes de lesa humanidad o contra la 
humanidad.  
 
Sobre los primeros, se destaca que las normas que conforman 
el llamado derecho internacional humanitario están 
compendiadas en los cuatro Convenios de Ginebra del 12 de 
Agosto de 1949: el primero para aliviar la suerte que corren los 
heridos y los enfermos de las fuerzas armadas en campaña; el 
segundo para aliviar la suerte que corren los heridos, los 
enfermos y los náufragos de las fuerzas armadas en el mar; el 
tercero relativo al trato debido a los prisioneros de guerra y el 
cuarto relativo a la protección debida a las personas en tiempo 
de guerra. Convenios que están adicionados por el Protocolo I 
relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados internacionales, y el Protocolo II relativo a la 
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protección de las víctimas de los conflictos armados no 
internacionales.  
Colombia es parte de los cuatro Convenios de Ginebra de 
1949, aprobados mediante la Ley 5ª de 1960, y vigentes desde 
el 8 de Mayo de A 1962. Igualmente, mediante la Ley 11 de 
1992 se aprobó el Protocolo Adicional I, mientras que el 
Protocolo adicional II fue aprobado medi ante Ley 171 de 1994.  
A su vez, el artículo 214, numeral 2º, de la Carta Política 
dispone que "en todo caso se respetarán las reglas del derecho 
internacional humanitario", lo cual significa que en Colombia, 
independientemente de la adhesión a tales instrumentos 
internacionales, operó una incorporación automática del 
derecho internacional humanitario al ordenamiento interno 
nacional, lo cual es congruente con el carácter imperativo que 
caracteriza sus principios axiológicos, que hacen que este 
cuerpo normativo integre el ius cogens, según lo explicó la 
Corte Constitucional en la sentencia C-574/92:  
 
"En síntesis, los principios del derecho internacional 
humanitario plasmados en los Convenios de Ginebra y en sus 
dos Protocolos, por el hecho de constituir un catálogo ético 
mínimo aplicable a situaciones de conflicto nacional o 
internacional, ampliamente aceptado por la comunidad 
internacional, hacen parte del ius cogens o derecho 
consuetudinario de los pueblos. En consecuencia, su fuerza 
vinculante proviene de la universal aceptación y reconocimiento 
que la comunidad internacional de Estados en su conjunto le 
ha dado al adherir a esa axiología y al considerar que no 
admite norma o práctica en contrario. No de su eventual 
codificación como normas de derecho internacional, como se 
analizará con algún detalle más adelante. De ahí que su 
respeto sea independiente de la ratificación o adhesión que 
hayan prestado o dejado de prestar los Estados a los 
instrumentos internacionales que recogen dichos principios.  
El derecho internacional humanitario es, ante todo, un catálogo 
axiológico cuya validez absoluta y universal no depende de su 
consagración en el ordenamiento positivo.
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(…)  
“Cuando nos referimos a los crímenes de lesa

4
 humanidad, 

hablamos de infracciones graves al derecho internacional de 
los derechos humanos, que ofenden la conciencia ética de la 
humanidad y niegan la vigencia de las normas indispensables 
para la coexistencia humana. En ese sentido, el efecto del 
delito de lesa humanidad tiene dos dimensiones: por un lado 
inflige un daño directo a un grupo de personas o a un colectivo 
con características étnicas, religiosas o políticas y, por otro 
lado, causa un daño por la vía de la representación a toda la 
humanidad.  
 
En la segunda dimensión, la naturaleza del acto lesivo es de tal 
magnitud, que la humanidad se hace una representación del 
daño, evocando el dolor y el sufrimiento que provocaron dicho 
tipo de actos a otros seres humanos, presumiéndose que esos 
hechos socavan la dignidad misma de los individuos por la sola 
circunstancia de ejecutarse a pesar de que no estén 
involucrados directamente los nacionales de otros países. Así 
entonces, el daño que produce el delito de lesa humanidad se 
traslada, por representación, a toda la comunidad internacional, 
constituyéndose en el límite de lo soportable para la humanidad 
y el ser humano.  
(…)  
Con el paso del tiempo el catálogo de los crímenes de lesa 
humanidad se ha ido ampliando, por ejemplo, con el apartheid, 
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la desaparición forzada de personas, la violación y la 
prostitución forzada. De igual manera, los elementos esenciales 
de la noción de crimen de lesa humanidad han sido precisados 
por ciertos tratados internacionales, resoluciones del Consejo 
de Seguridad de la ONU y sentencias proferidas por los 
Tribunales Penales Internacionales ad hoc para Ruanda y la 
Antigua Yugoslavia.  
(…)  
Ahora bien, a nivel interno, los crímenes de lesa humanidad 
tienen fundamento constitucional y legal, “En el primer orden, la 
Carta Política contiene una serie de mandatos que se 
constituyen en la plataforma para la punición de los crímenes 
de lesa humanidad. Así, el artículo 11 dispone que “[E]l 
derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte”; por 
su parte, el artículo 12 establece que "nadie será sometido a 
desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes"; el artículo 13 recoge el principio 
fundamental de igualdad, que para el efecto prohíbe cualquier 
tipo de discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica; 
el artículo 17 en cuanto prohíbe la esclavitud, la servidumbre y 
la trata de seres humanos en todas sus formas.  
Simultáneamente y en forma complementaria, en virtud de la 
teoría del bloque de constitucionalidad, derivada del artículo 93 
de la Carta Política, que consagra la prevalencia, en el orden 
interno, de los tratados y convenios de derechos humanos y 
derecho internacional humanitario, resulta indiscutible la fuerza 
vinculante del conjunto de normas internacionales que 
prohíben conductas constitutivas de crímenes de lesa 
humanidad. 
 
 
 
CRIMEN DE LESA HUMANIDAD-ELEMENTOS PARA SU 
CONFIGURACION 
 
“ Como características especiales de los delitos de lesa 
humanidad tenemos que: (i) estos no pueden tratarse de un 
acto aislado o esporádico de violencia, sino que debe hacer 
parte de un ataque generalizado, lo que quiere decir que está 
dirigido contra una multitud de personas; (ii) es sistemático, 
porque se inscribe en un plan criminal cuidadosamente 
orquestado, que pone en marcha medios tanto públicos como 
privados, sin que, necesariamente, se trate de la ejecución de 
una política de Estado; (iii) las conductas deben implicar la 
comisión de actos inhumanos, de acuerdo con la lista que 
provee el Estatuto de Roma; (iv)el ataque debe ser dirigido 
exclusivamente contra la población civil; y (v) el acto debe tener 
un móvil discriminatorio, bien se trate de motivos políticos, 
ideológicos, religiosos, étnicos o nacionales.  
Cabe precisar que, se entiende por “integrante de población 
civil”, desde la connotación de los crímenes de lesa humanidad, 
la que por sus condiciones fácticas al momento del hecho, no 
le es posible enfrentar, ni oponerse al despliegue de violencia 
que la victimiza. 
 
 
De otra parte, “Ataques sistemáticos y/o generalizados”, no son 
otra cosa que la multiplicidad de actos, que se dirigen como un 
patrón de conducta en contra de numerosas víctimas y cuyos 
resultados comportan el grave cercenamiento o lesiones a 
derechos inherentes a la condición de ser humano. 
 
 
DELITO DE CONCIERTO PARA DELINQUIR-SU 
IMPUTACION ES VITAL E IMPORTANTE DENTRO DEL 
MARCO DEL PROCESO DE JUSTICIA Y PAZ/ DELITO DE 
CONCIERTO PARA DELINQUIR-ELEMENTOS PARA SU 
CONFIGURACION 
 
“ Tal como lo ha sostenido la Honorable Corte Suprema de 
Justicia, el delito de Concierto para Delinquir es considerado 
como vital y esencial dentro del proceso de Justicia y Paz
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siendo calificado como delito de lesa humanidad por estar en 
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conexidad con actos cometidos como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil y con 
conocimiento de dicho ataque. 
 
(…) 
 
El delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR se encuentra 
descrito en el artículo 340 de la Ley 599 de 2000, dejándose 
reseñado el contenido y su estructura en el acápite anterior. 
Destacándose que, de este tipo penal se desprenden varios 
elementos a saber:  
1. La reunión o intervención de varias personas. Por tanto se 
trata de un delito plurisubjetivo.  

2. El concierto, acuerdo o convenio entre tales personas.  

3. La finalidad es cometer delitos (dolo específico).
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Con relación a este delito, la Sala Penal de la Honorable Corte 
Suprema de Justicia ha sostenido lo siguiente:  
“El legislador consideró que el sólo hecho de concertarse, 
pactar, acordar o convenir la comisión de delitos 
indeterminados es ya punible, pues por sí mismo atenta contra 
la seguridad pública y por ello extendió la protección penal 
hacia esa actividad, sin que sea necesario exigir un resultado 
específico para pregonar desvalor en tal conducta. … El simple 
hecho de ponerse de acuerdo para cometer delitos 
indeterminados, sea cual fuere su naturaleza, sea cual fuere el 
modus operandi, y sea cual fuere el cometido final, ya es 
punible. La acción incriminada consiste en concertarse para 
cometer delitos, que se traduce en la existencia de un acuerdo 
de voluntades para la realización de actos delictivos 
indeterminados que en manera alguna puede ser momentáneo 
u ocasional, esto es, debe ostentar continuidad y permanencia, 
entendidas no como una duración limitada de este designio 
delictivo común, sino como la permanencia en el propósito 
contrario a derecho por parte de los concertados, que se 
proyecta y renueva en el tiempo mientras la asociación para 
delinquir persista. …
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LEGISLACION PENAL ORDINARIA Y TRANSICIONAL-
DIFERENCIAS 
 
“ Bajo este contexto es preciso destacar las variadas 
diferencias que existen entre la legislación penal ordinaria y la 
transicional, identificadas por la jurisprudencia de la Sala de 
Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, así:  
“(i) Con relación a los destinatarios:  
Porque mientras el régimen penal ordinario está dirigido a los 
ciudadanos del común que eventualmente pudieran ser, en el 
futuro, responsables de una conducta delictiva, la normatividad 
concebida para buscar la reconciliación y la conquista de la paz 
se aplica a personas que hacen parte de grupos organizados al 
margen de la ley, dedicados en el pasado a sembrar el terror y 
a quienes el Estado busca ahora atraer a la institucionalidad.  
(ii) En cuanto a la expectativa de su aplicación:  
Por cuanto mientras el marco de la regulación ordinaria 
asegura garantías al justiciable, el ordenamiento previsto en la 
Ley 975 de 2005 le ofrece a los desmovilizados significativas 
ventajas punitivas, que de otra manera serían imposibles de 
alcanzar.  
(iii) Frente a los derechos de que son titulares cada uno de 
los dos procesados en las distintas legislaciones:  
pues mientras el de la justicia ordinaria tiene derecho a exigir 
que se le investigue dentro de un plazo razonable, amparado 
entre otros, por el derecho a la no autoincriminación, el 
desmovilizado somete su poder al del Estado (entregándole 
sus armas y cesando todo accionar violento), renunciando a la 
garantía constitucional contenida en el artículo 33 superior, 
para confesar voluntariamente sus crímenes, ofrecer toda la 
información suficiente para que se constate su confesión y 
esperar a cambio de dicha actitud las ventajosas 
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consecuencias punitivas que consagra la ley a cuyo favor se 
acoge.  
(iv)Respecto de la actitud asumida por el sujeto pasivo de 
la acción:  
Porque al paso que el procesado por la justicia y con la 
legislación ordinaria está enfrentado con el Estado, en términos 
de combativa exigencia, producto del ejercicio pleno de sus 
garantías procesales, el justiciable desmovilizado se encuentra 
sometido, doblegado voluntariamente ante el Estado en busca 
de la indulgencia ofrecida por la alternatividad penal prevista en 
la Ley.  
(v) En lo concerniente al objetivo buscado con la pena:  
en tanto en la legislación ordinaria el anuncio general de la 
sanción tiene una función preventiva, frente a la legislación de 
Justicia y Paz el anuncio de una pena tan benigna busca 
efectos seductores, si se quiere, de invitación a la 
reconciliación sin mayor retribución, a la otra oportunidad, al 
ejercicio de la alternativa por una vida alejada de la violencia, a 
la restauración de las heridas causadas con su accionar 
delincuencial, a la transición hacia una paz sostenible, 
posibilitando la desmovilización armada y la reinserción a la 
vida civil de los integrantes de aquellos grupos violentos.  
(vi) al sujeto protagonista del proceso penal:  
Mientras la modernidad lo construyó para rodear de garantías y 
derechos al sindicado, la legislación de Justicia y Paz colocó 
como eje central de su accionar a la víctima, para quien hay 
que reconstruir la verdad de todo lo acontecido, respecto de lo 
cual hasta ahora sólo ha percibido el dolor de la muerte, el 
desplazamiento, la violencia sexual y la desesperanza 
producida por la soledad en la que la abandonó el Estado.”  
 
ACUMULACION JURIDICA DE PENAS-EVENTOS EN QUE 
PROCEDE 
 
“ El artículo 20 de la Ley 975 de 2005
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 reglamentado por el 

artículo 25 del Decreto 3011 de 2013
9
, da lugar a la 

acumulación jurídica de penas de todos los procesos que se 
hallen en curso y las penas contenidas en sentencias 
ejecutoriadas por hechos delictivos, siempre y cuando estos se 
hayan cometido durante y con ocasión de la pertenencia del 
desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la 
ley, evento en el cual por el principio de complementariedad, se 
aplicará lo dispuesto por el Código de Procedimiento Penal, por 
lo que, ésta Sala atendiendo los parámetros consignados en la 

                                            
8
 “ARTÍCULO 20. ACUMULACIÓN DE PROCESOS Y PENAS. 

Para los efectos procesales de la presente ley, se acumularán 
los procesos que se hallen en curso por hechos delictivos 
cometidos durante y con ocasión de la pertenencia del 
desmovilizado a un grupo armado organizado al margen de la 
ley. En ningún caso procederá la acumulación por conductas 
punibles cometidas con anterioridad a la pertenencia del 
desmovilizado al grupo armado organizado al margen de la 
ley…Cuando el desmovilizado haya sido previamente 
condenado por hechos delictivos cometidos durante y con 
ocasión de su pertenencia a un grupo armado organizado al 
margen de la ley, se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Código 
Penal sobre acumulación jurídica de penas…”   
9
 Artículo 25. Acumulación de procesos y de penas. De 

conformidad con el artículo 20 de la Ley 975 de 2005, para 
efectos procesales, se acumularán todos los procesos que se 
hallen en curso y las penas contenidas en sentencias 
ejecutoriadas por hechos delictivos cometidos, durante y con 
ocasión de la pertenencia del desmovilizado a un grupo 
armado organizado al margen de la ley. En ningún caso 
procederá la acumulación por conductas punibles cometidas 
antes o después de la pertenencia del postulado al grupo 
armado organizado al margen de la ley.  
Admitida la aceptación de los cargos por la Sala en la 
sentencia, las actuaciones procesales suspendidas se 
acumularán definitivamente al proceso penal especial de 
justicia y paz, respecto del postulado. Mientras el proceso 
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términos de prescripción de la acción penal. En caso de que el 
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Ley 600 de 2000
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, artículo 460 de la Ley 906 de 2004 y a la luz 
de lo dispuesto por la Corte Constitucional

11
, encuentra que se 

tienen todos y cada uno de los presupuestos necesarios para 
que se resuelva sobre la acumulación jurídica de las penas 
impuestas en contra de LUIS CARLOS PESTANA 
CORONADO, por los hechos delictivos cometidos por el 
postulado durante y con ocasión de su pertenencia al grupo 
armado organizado al margen de la ley.”   
 
 
 REPARACION INTEGRAL-ALCANCE 
 
 
“ Devolver la vida, suprimir la angustia por el ser querido que 
está desaparecido, reponer el tiempo que fue arrebatado 
durante el secuestro, olvidar el padecimiento por los actos 
inhumanos soportados en la niñez a causa del actuar 
delincuencial de los desmovilizados, entre otros, sería la forma 
ideal para reparar los daños sufridos por las víctimas, 
devolviéndoles su situación al estado anterior al acontecimiento 
de los hechos. 
 
Esta “plena restitución”, entendida como “el restablecimiento de 
la situación anterior a la violación de los derechos humanos a 
las víctimas”

12
, resultaría imposible para la administración de 

justicia y en sí para cualquier ser humano, considerando que 
los daños generados por causa de las trasgresiones a los 
Derechos Humanos, son irreversibles.  
 
Sin embargo, en el marco de la Justicia Transicional se asume 
el reto de equilibrar los tres sustanciales derechos –la verdad, 
la justicia y la reparación integral – de las víctimas que han 
sufrido daños como consecuencia de las acciones delictivas, 
realizadas por miembros de grupos armados organizados al 
margen de la ley, de este modo la Ley de Justicia y Paz, 
establece el Derecho a la Reparación Integral

13
, mediante la 

implementación de una serie de medidas
14

, orientadas a 
reparar los efectos de las transgresiones padecidas por las 
víctimas y garantizarles, en lo sucesivo, los derechos que les 
fueron vulnerados.  
En este sentido, la Corte Constitucional ha reiterado 
jurisprudencialmente, sobre el deber del reconocimiento y 
protección de los derechos de las víctimas, con base en el 
principio de respeto a la dignidad humana como columna 
fundante del Estado social de derecho de conformidad con el 
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artículo 1º Constitucional, en el deber de las autoridades de 
proteger a todas las personas residentes en el país en su vida, 
honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades, como 
finalidad esencial del Estado

15
, en el deber de velar por la 

protección de las víctimas
16

 y la aplicación del bloque de 
constitucionalidad

17
, para el reconocimiento y protección de los 

derechos a la reparación integral y su conexión con los 
derechos a la verdad y a la justicia, y a la garantía de no 
repetición.  
Es así que en el esquema de justicia transicional, dentro de la 
política de Estado, es preponderante que la reparación integral 
a las víctimas, se dé a través de compensaciones, intentando 
restaurar, en su tenor literal, el daño generado por el actuar de 
los miembros de grupos armados organizados al margen de la 
ley, restaurándoles, indemnizándoles, rehabilitándoles y 
satisfaciéndoles de cierta manera el detrimento, menoscabo o 
los perjuicios sufridos en su integridad física, moral, mental y 
patrimonial, e indiscutiblemente garantizándoles acciones de 
no repetición; es así como las medidas de Reparación Integral 
de restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y 
garantías de no repetición, fueron compiladas con la expedición 
de la Ley 1448 de 2011 dirigidas a instituir una política de 
Estado en materia de asistencia, atención, protección y 
reparación integral a las víctimas de violaciones graves y 
manifiestas a las normas internacionales de Derechos 
Humanos o de Infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, garantizando a las víctimas como protagonistas 
del proceso, su acceso a la justicia y conocimiento de la 
verdad. 
 
Al respecto es preciso resaltar que la Ley 1448 de 2011, en 
consonancia con los parámetros del proceso especial de 
Justicia y Paz perseguidos por la Ley 975 del 2005, propenden 
entre otros muchos aspectos, por el restablecimiento a las 
víctimas de sus derechos a la verdad, justicia, reparación y 
garantías de no repetición, estableciéndose medidas de 
protección especial que cobijan a las víctimas que participan en 
el proceso para garantizar que desde el inicio de las 
actuaciones procesales se den los espacios para que cada uno 
de estos derechos se materialicen de manera concreta, así:  
“DERECHO A LA VERDAD

18
. Las víctimas, sus familiares y la 

sociedad en general, tienen el derecho imprescriptible e 
inalienable a conocer la verdad acerca de los motivos y las 
circunstancias en que se cometieron las violaciones de que 
trata el artículo 3º de la presente Ley, y en caso de 
fallecimiento o desaparición, acerca de la suerte que corrió la 
víctima, y al esclarecimiento de su paradero. La Fiscalía 
General de la Nación y los organismos de policía judicial 
deberán garantizar el derecho a la búsqueda de las víctimas 
mientras no sean halladas vivas o muertas. //El Estado debe 
garantizar el derecho y acceso a la información por parte de la 
víctima, sus representantes y abogados con el objeto de 
posibilitar la materialización de sus derechos, en el marco de 
las normas que establecen reserva legal y regulan el manejo 
de información confidencial.  
246 Artículo  
DERECHO A LA JUSTICIA

19
. Es deber del Estado adelantar 

una investigación efectiva que conduzca al esclarecimiento de 
las violaciones contempladas en el artículo 3º de la presente 
Ley, la identificación de los responsables, y su respectiva 
sanción.//Las víctimas tendrán acceso a las medidas de 
atención, asistencia y reparación contempladas en esta ley o 
en otros instrumentos legales sobre la materia, sin perjuicio de 
su ejercicio del derecho de acceso a la justicia. 
 
DERECHO A LA REPARACIÓN INTEGRAL

20
. Las víctimas 

tienen derecho a ser reparadas de manera adecuada, 
diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han 
sufrido como consecuencia de las violaciones de que trata el 
artículo 3º de la presente Ley. //La reparación comprende las 
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medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición, en sus dimensiones 
individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de 
estas medidas será implementada a favor de la víctima 
dependiendo de la vulneración en sus derechos y las 
características del hecho victimizante. //PARÁGRAFO 1o. Las 
medidas de asistencia adicionales consagradas en la presente 
ley propenden por la reparación integral de las víctimas y se 
consideran complementarias a las medidas de reparación al 
aumentar su impacto en la población beneficiaria. Por lo tanto, 
se reconoce el efecto reparador de las medidas de asistencia 
establecidas en la presente ley, en la medida en que consagren 
acciones adicionales a las desarrolladas en el marco de la 
política social del Gobierno Nacional para la población 
vulnerable, incluyan criterios de priorización, así como 
características y elementos particulares que responden a las 
necesidades específicas de las víctimas.// No obstante este 
efecto reparador de las medidas de asistencia, estas no 
sustituyen o reemplazan a las medidas de reparación. Por lo 
tanto, el costo o las erogaciones en las que incurra el Estado 
en la prestación de los servicios de asistencia, en ningún caso 
serán descontados de la indemnización administrativa o judicial 
a que tienen derecho las víctimas.//PARÁGRAFO 2o. La ayuda 
humanitaria definida en los términos de la presente ley no 
constituye reparación y en consecuencia tampoco será 
descontada de la indemnización administrativa o judicial a que 
tienen derecho las víctimas.” 
 
EL TRAMITE INCIDENTAL DE LA REPARACION INTEGRAL-
ALCANCE 
 
“ El tramite incidental de Reparación Integral

21
, supone un 

espacio de respeto y de redignificación de las víctimas dentro 
del proceso penal especial de Justicia y Paz, establecido en la 
Ley 975 de 2005, iniciándose a petición de partes, tal como se 
prevé en la norma precitada; el trámite incidental consiste 
básicamente en acciones tendientes a mitigar el dolor de las 
víctimas, a restablecer su dignidad y a mantener la verdad 
histórica sobre lo sucedido para evitar acciones que repitan los 
hechos delictivos de los grupos insurgentes.  
Su propósito se fundamenta en que las víctimas, individuales o 
colectivas, que hayan sufrido daños, como consecuencia de 
acciones que trasgreden la legislación penal y el derecho 
internacional humanitario ejecutadas por los miembros de 
grupos armados organizados al margen de la ley, sean 
compensadas dignamente, reconociéndoles el derecho a ser 
reparadas de manera adecuada, diferenciada, transformadora 
y efectiva por el daño sufrido con la prevalencia de sus 
derechos constitucionales y legales, mediante una la 
reparación integral; todo, en búsqueda de su beneficio dentro 
del marco de la justicia transicional a través de medidas 
judiciales, administrativas, sociales y económicas, entre otras, 
que posibilitan hacer efectivo el goce de sus derechos a la 
verdad, a la justicia y a la reparación, con garantías de no 
repetición, para contribuir a que las violaciones de los derechos 
humanos nunca se vuelvan a presentar.” 
 
RESTITUCION-CONCEPTO 
 
“ Se entiende por restitución, la realización de las acciones que 
propendan por regresar a la víctima a la situación anterior a la 
comisión del delito. Razón por la cual, tal como ya fue 
planteado por esta Colegiatura, debido a lo irreversible de las 
trasgresiones vividas, resultaría imposible para la 
administración de justicia retrotraer los hechos y reparar a las 
víctimas a las exactas condiciones familiares, sociales, 
psicológicas, económicas e inclusive físicas en las que se 
encontraban antes de los daños causados por el actuar de los 
grupos armados organizados al margen de la ley. “  
 
SATISFACCION-CONCEPTO 
 
“ La satisfacción o compensación moral consiste en realizar las 
acciones tendientes a restablecer la dignidad de la víctima y 
difundir la verdad sobre lo sucedido; es concebida como una 
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medida de reparación generadora del resarcimiento moral de 
las víctimas, orientada a restaurar su dignidad, a disminuir el 
dolor, a la búsqueda de la verdad, a la recopilación de los 
hechos y a la publicación de la memoria histórica divulgando lo 
acontecido. 
 
Las medidas de satisfacción son acciones que proporcionan 
bienestar y que contribuyen a mitigar el dolor de las víctimas

22
. 

Entre estas medidas, de las cuales se podrá ordenar su 
realización directamente por el condenado, se encuentran las 
enunciadas en la Ley de Victimas y Restitución de Tierras, sin 
que sea óbice el adicionar otras en beneficio de las víctimas, 
teniendo en cuenta que para su adopción, deberá contarse con 
su participación de acuerdo a los mecanismos de participación 
previstos en la Constitución y la ley:  
i) Reconocimiento público del carácter de víctima, de su 
dignidad, nombre y honor, ante la comunidad y el ofensor;  
 
ii) Efectuar las publicaciones a que haya lugar relacionadas con 
el literal anterior.  
 
iii) Realización de actos conmemorativos;  
 
iv) Realización de reconocimientos públicos;  
 
v) Realización de homenajes públicos;  
 
vi) Construcción de monumentos públicos en perspectiva de 
reparación y reconciliación;  
 
 
vii) Apoyo para la reconstrucción del movimiento y tejido social 
de las comunidades campesinas, especialmente de las 
mujeres.  
 
viii) Difusión pública y completa del relato de las víctimas sobre 
el hecho que la victimizó, siempre que no provoque más daños 
innecesarios ni genere peligros de seguridad;  
 
ix) Contribuir en la búsqueda de los desaparecidos y colaborar 
para la identificación de cadáveres y su inhumación posterior, 
según las tradiciones familiares y comunitarias, a través de las 
entidades competentes para tal fin;  
 
x) Difusión de las disculpas y aceptaciones de responsabilidad 
hechas por los victimarios;  
 
xi) Investigación, juzgamiento y sanción de los responsables de 
las violaciones de derechos humanos.  
 
xii) Reconocimiento público de la responsabilidad de los 
autores de las violaciones de derechos humanos. “ 
 
REHABILITACION-CONCEPTO 
 
“ En los términos de la Ley 975 de 2005

23
 –Ley de Justicia y 

Paz- la Rehabilitación consiste en realizar las acciones 
tendientes a la recuperación de las víctimas que sufren traumas 
físicos y sicológicos como consecuencia del delito; así mismo, 
en la Ley 1448 de 2011

24
 –Ley de víctimas y restitución de 

tierras–, la rehabilitación como medida de reparación, consiste 
en el conjunto de estrategias, planes, programas y acciones de 
carácter jurídico, médico, psicológico y social, dirigidos al 
restablecimiento de las condiciones físicas y psicosociales de 
las víctimas.”  
 
 
GARANTIAS DE NO REPETICION-CONCEPTO 
 
 
“ Las garantías de no repetición, como medida de reparación 
integral a las víctimas, se encuentran desarrolladas en la Ley 
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, y recaen principalmente en el Estado 
Colombiano, en virtud de sus fines esenciales constitucionales 
y la suscripción de compromisos internacionales de respeto y 
garantía de los Derechos Humanos, es por ello que se han 
implementado, pero deben seguir implementándose, medidas 
de resorte político, legislativo, administrativo y judicial, 
encaminadas a establecer condiciones que permitan asegurar 
que las graves violaciones a los Derechos Humanos y al 
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 ARTÍCULO 149. GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN. El 
Estado colombiano adoptará, entre otras, las siguientes 
garantías de no repetición:  
a. La desmovilización y el desmantelamiento de los grupos 
armados al margen de la ley; b. La verificación de los hechos y 
la difusión pública y completa de la verdad, en la medida en 
que no provoque más daños innecesarios a la víctima, los 
testigos u otras personas, ni cree un peligro para su seguridad; 
c. La aplicación de sanciones a los responsables de las 
violaciones de que trata el artículo 3° de la presente Ley. d. La 
prevención de violaciones contempladas en el artículo 3° de la 
presente Ley, para lo cual, ofrecerá especiales medidas de 
prevención a los grupos expuestos a mayor riesgo como 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, líderes 
sociales, miembros de organizaciones sindicales, defensores 
de derechos humanos y víctimas de desplazamiento forzado, 
que propendan superar estereotipos que favorecen la 
discriminación, en especial contra la mujer y la violencia contra 
ella en el marco del conflicto armado; e. La creación de una 
pedagogía social que promueva los valores constitucionales 
que fundan la reconciliación, en relación con los hechos 
acaecidos en la verdad histórica; f. Fortalecimiento técnico de 
los criterios de asignación de las labores de desminado 
humanitario, el cual estará en cabeza del Programa para la 
Atención Integral contra Minas Antipersonal; g. Diseño e 
implementación de una estrategia general de comunicaciones 
en Derechos Humanos y Derecho Internacional  Humanitario, la 
cual debe incluir un enfoque diferencial; h. Diseño de una 
estrategia única de capacitación y pedagogía en materia de 
respeto de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario, que incluya un enfoque diferencial, dirigido a los 
funcionarios públicos encargados de hacer cumplir la ley, así 
como a los miembros de la Fuerza Pública. La estrategia 
incluirá una política de tolerancia cero a la violencia sexual en 
las entidades del Estado; i. Fortalecimiento de la participación 
efectiva de las poblaciones vulneradas y/o vulnerables, en sus 
escenarios comunitarios, sociales y políticos, para contribuir al 
ejercicio y goce efectivo de sus derechos culturales; j. Difusión 
de la información sobre los derechos de las víctimas radicadas 
en el exterior;  
k. El fortalecimiento del Sistema de Alertas Tempranas; l. La 
reintegración de niños, niñas y adolescentes que hayan 
participado en los grupos armados al margen de la ley; m. 
Diseño e implementación de estrategias, proyectos y políticas 
de reconciliación de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 975, tanto 
a nivel social como en el plano individual; n. El ejercicio de un 
control efectivo por las autoridades civiles sobre la Fuerza 
Púbica; o. La declaratoria de insubsistencia y/o terminación del 
contrato de los funcionarios públicos condenados en 
violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley. 
p. La promoción de mecanismos destinados a prevenir y 
resolver los conflictos sociales; q. Diseño e implementación de 
estrategias de pedagogía en empoderamiento legal para  
las víctimas; r. La derogatoria de normas o cualquier acto 
administrativo que haya permitido o permita la ocurrencia de las 
violaciones contempladas en el artículo 3° de la presente Ley, 
de conformidad con los procedimientos contencioso 
administrativos respectivos. s. Formulación de campañas 
nacionales de prevención y reprobación de la violencia contra 
la mujer, niños, niñas y adolescentes, por los hechos ocurridos 
en el marco de las violaciones contempladas en el artículo 3° 
de la presente Ley. Parágrafo. El Gobierno Nacional, a través 
del Plan Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas, reglamentará las garantías de no repetición que 
correspondan mediante el fortalecimiento de los diferentes 
planes y programas que conforman la política pública de 
prevención y protección de las violaciones contempladas en el 
artículo 3º de la presente Ley.   



Derecho Internacional Humanitario consumadas por los grupos 
armados organizados al margen de la ley, cesen 
definitivamente y no se vuelvan a repetir.  
La obligación del Estado de proveer garantías de no repetición 
por graves violaciones de derechos humanos y crímenes bajo 
el Derecho Internacional está directamente vinculada con la 
obligación -del Estado- de adecuar su aparato estatal, su 
legislación y sus prácticas para garantizar el pleno y efectivo 
goce de los derechos humanos y el cumplimiento de sus 
obligaciones internacionales

26
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 Ver entre otros: Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (artículo 2.2); Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (artículo 2) Corte Interamericana de Derechos 
Humanos (Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, 
Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4; Caso Godínez 
Cruz Vs. Honduras, Sentencia de 20 de enero de 1989, Serie C 
No. 5; y Opinión Consultiva OC-11/90 del 10 de agosto de 
1990, Serie A No. 11,); Comité de Derechos Humanos de las 
Naciones Unidas (Observación General N° 2)   

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 


